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[bookmark: _GoBack]Resumen: En la primera década del presente siglo, el Sistema de Educación Superior ecuatoriano experimentó un proceso de transformación que incluyó el fortalecimiento de mecanismos para el aseguramiento de la calidad de las instituciones de educación superior del país. Este proceso estuvo amparado en la promulgación de la Constitución del 2008 y su respectiva normativa, en el marco del gobierno progresista de la revolución ciudadana (2006-2017). A partir del 2018, hasta la fecha, se han sucedido gobiernos de corte neoliberal, en los que se ha propiciado algunos ajustes y reformas a la normativa. El presente trabajo analiza las continuidades y rupturas en dicho marco regulatorio, a partir de la revisión comparada de la normativa nacional que regula la evaluación y acreditación de las instituciones de educación superior, en los dos períodos. Desde un enfoque cualitativo que se nutre de la construcción de un archivo documental que recupera normativas e informes de evaluación de los dos períodos, se plantea el propósito de identificar los principales cambios en la arquitectura normativa del sistema y las tensiones que emergen entre regulación estatal, mejora institucional y autonomía universitaria, a través de un análisis documental comparado. El proceso de diseño e implementación de la política de evaluación y acreditación de la calidad de la educación superior (2010–2017), amparada en la LOES 2010 y su respectiva reglamentación, evidenciaba una activa participación estatal basada en la regulación del sistema. No obstante, existieron críticas desde algunos sectores del sistema, especialmente por su énfasis cuantitativo, la ausencia de mecanismos de diálogo con las universidades y el efecto homogeneizador de la evaluación con impactos no previstos sobre la autonomía y la cultura organizacional. A partir del 2018, el corpus normativo evidencia un giro hacia una propuesta centrada en el aseguramiento interno y la mejora continua de las IES, reservándose el estado la capacidad de imponer obligaciones, plazos y mecanismos de seguimiento. No obstante, estos ajustes normativos revelan también tensiones persistentes en la gobernanza del sistema. Por un lado, se promueve la construcción de una cultura institucional de calidad basada en la autoevaluación, la planificación estratégica y la mejora continua, pero por otro, se mantiene una arquitectura regulatoria centralizada que establece criterios, indicadores y procedimientos obligatorios para todas las instituciones del sistema. Esta dualidad refleja un modelo de gobernanza híbrido que combina responsabilidad institucional en la gestión de la calidad con mecanismos de supervisión estatal. El análisis muestra que la normativa ecuatoriana transita hacia un modelo más complejo de aseguramiento de la calidad que integra evaluación, planificación y seguimiento dentro de un mismo ciclo regulatorio, aunque su implementación continúa enfrentando desafíos asociados a la diversidad institucional y a la necesidad de equilibrar regulación y autonomía universitaria.
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Introducción
Desde la década de los ochenta, los sistemas de educación superior han experimentado, a nivel mundial, transformaciones significativas atravesadas por la implementación de procesos de evaluación y acreditación, los cuales han buscado garantizar la calidad académica y la sostenibilidad de las instituciones educativas (Gómez et al., 2017). La calidad dejó de ser un atributo implícito para convertirse en un objetivo explícito regulado por estándares, políticas y procedimientos que permitieran medir y comparar el desempeño de las universidades (Veliz-Briones et al., 2020). Esta tendencia mundial encontró en América Latina un terreno fértil para su desarrollo, especialmente ante los retos de la expansión educativa, la democratización del acceso y las crecientes demandas de pertinencia social y económica (Tünnermann, 2008).
Los sistemas de evaluación y acreditación universitaria han crecido significativamente en los últimos años, dando lugar a múltiples diseños, normativas y procesos evaluativos en los sistemas de educación superior. Algunos países convergen en la necesidad de usar estas metodologías para certificar la excelencia pedagógica y regular la acelerada proliferación de instituciones universitarias, en particular dentro del ámbito privado, para lo cual han incorporado algunos mecanismos comunes como la autoevaluación interna y las revisiones externas por parte de pares evaluadores (Strah, 2020). Por otro lado, los rasgos más divergentes se vinculan directamente con los propósitos de cada sistema, los cuales abarcan una serie de elementos como: criterios de rendición de cuentas regulada, prestigio institucional, acceso a fuentes financiamiento y, por supuesto, la constante mejora institucional; así como la naturaleza, sea de carácter obligatorio o voluntario, que elija cada institución y, finalmente el enfoque, ya sea basado en criterios y estándares rígidos de desempeño institucional o uno que respete la propia misión y proyecto de cada institución. (Rushforth, et al., 2025).
El caso de Ecuador exhibe particularidades exclusivas que marcan una clara distancia frente al resto del contexto latinoamericano. A diferencia de naciones como Argentina, Brasil, Colombia y México, donde las políticas se estructuraron durante los años noventa a raíz de modificaciones estructurales de corte neoliberal impulsadas por entidades crediticias globales (Krotsch, 2001), en Ecuador, la institucionalización de estas políticas ocurrió dos décadas después y en contextos políticos, económicos e históricos, diferentes (Herrera et al., 2019). Además, si bien es cierto que el modelo ecuatoriano siguió alineado con tendencias globales que priorizaban la medición de resultados y la rendición de cuentas, la influencia de organismos internacionales fue menor que en los casos anteriores.
Si bien, el surgimiento de las políticas de evaluación y acreditación en este país, tiene sus raíces en la Constitución de 1998, que estableció el Sistema Nacional de Evaluación y Acreditación como un mecanismo para promover la calidad y la rendición de cuentas en las instituciones de educación superior (IES), la promulgación de la Constitución de 2008 marcó un cambio paradigmático al declarar la educación como un derecho y un bien público (Rojas, 2011). Este enfoque se materializó en la Ley Orgánica de Educación Superior (LOES) de 2010, que fortaleció el rol del Estado como garante de la calidad educativa y estableció nuevos mecanismos de evaluación y acreditación, creando el Consejo de Educación Superior (CES) y el Consejo de Evaluación, Acreditación y Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (CEAACES), como instituciones rectoras del sistema (LOES, art. 173).
La implementación del modelo de evaluación del CEAACES a partir de 2013 clasificó a las universidades ecuatorianas en categorías (A, B, C, D y E) conforme a criterios de academia, eficiencia, investigación, organización e infraestructura, y culminó en la suspensión definitiva de 14 instituciones clasificadas en la categoría E por presentar falencias críticas (Pazmiño, 2018). Este proceso, si bien generó importantes transformaciones en el sistema, también suscitó debates sobre su énfasis cuantitativo, la ausencia de mecanismos de diálogo con las universidades y sus efectos homogeneizadores sobre la autonomía institucional (Raza, 2019; Cruz-Sánchez, 2016).
A partir de 2018, con el cambio de gobierno y dirección política, el CEAACES fue transformado en el Consejo de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (CACES), organismo que propuso su acción hacia el aseguramiento interno de la calidad y la mejora continua, reservando al Estado la capacidad de imponer obligaciones, plazos y mecanismos de seguimiento. Esta reconfiguración normativa, cuya producción abarca el período 2018–2025, merece un análisis sistemático que permita identificar continuidades y rupturas respecto al régimen regulatorio anterior, así como las tensiones emergentes en la gobernanza del sistema.
La revisión de la literatura científica sobre los procesos de evaluación y acreditación en América Latina evidencia un campo de estudio consolidado, con particularidades nacionales que enriquecen el análisis comparado. En el caso ecuatoriano, los estudios disponibles abordan tanto el diseño normativo del sistema como sus efectos sobre las instituciones.
Desde una perspectiva comparada regional, Carvalho y Malavasi (2020) identificaron que los sistemas de evaluación y acreditación en América Latina comparten una tendencia hacia la cuantificación de los procesos educativos, lo que genera tensiones entre la rendición de cuentas y la autonomía universitaria. Esta tensión, documentada también por Guzmán-Puentes y Guevara-Ramírez (2022) para el caso latinoamericano en general, se expresa en Ecuador a través de los debates sobre el control estatal sobre las prioridades académicas y la capacidad de las IES para definir sus propias trayectorias de desarrollo institucional.
Dillon et al. (2020), analizando el proceso ecuatoriano, identificaron una asociación entre los procesos de acreditación y la mejora de la calidad de la enseñanza universitaria, aunque señalaron que el modelo tiende a priorizar el cumplimiento normativo por encima de una transformación sustantiva . Así mismo, Cabrera y Jerves (2022), documentaron las tensiones entre las estrategias de adaptación institucional y las exigencias del modelo CEAACES. Su análisis identificó que, si bien la política impulsó mejoras en calidad y gestión, su aplicación homogénea generó efectos no previstos sobre la autonomía y la cultura organizacional.
Por otro lado, Cabezas-Guerra et al. (2019), desde una visión crítica,  analizaron algunos elementos del sistema de aseguramiento de la calidad ecuatoriano, aplicados en la última década, identificando que la excesiva centralización y el énfasis cuantitativo, constituyen limitaciones estructurales del modelo. Por su parte, Moreira et al. (2022) destacaron que la percepción de los actores institucionales sobre la utilidad de los procesos evaluativos resulta central para su efectividad transformadora, dado que el isomorfismo institucional —es decir, la presión para que todas las universidades adopten formas similares de organización— limita la diversidad académica y la pertinencia contextual de las instituciones.
En este contexto, a través de los estudios desarrollados sobre la temática, hasta la actualidad, se evidencia el carácter dilemático del análisis de la política de evaluación y acreditación de la educación superior en Ecuador. Por un lado, algunos estudios destacan el mejoramiento de las funciones sustanciales de la educación superior (docencia, investigación y vinculación con la sociedad), así como la profesionalización de distintas áreas académicas (Ramírez Gallegos, 2014; Dillon et al., 2020), por otro lado, otros trabajos ponen énfasis en la centralización del modelo y el uso excesivo de indicadores cuantitativos desconectados de las realidades institucionales en un sistema con profundas desigualdades estructurales (Jiménez-Moreno, 2019 y Guzmán-Puentes y Guevara-Ramírez, 2022)
Metodología
Este trabajo adopta un enfoque cualitativo articulado a través del análisis documental comparativo como estrategia metodológica central. El análisis documental comparativo, definido por Mogalakwe (2006) como una forma de investigación sistemática que examina documentos como fuentes primarias para comprender fenómenos sociales, permite reconstruir la evolución de marcos normativos, identificar transformaciones en el tiempo e interpretar las tensiones y continuidades que emergen de la comparación entre períodos o corpus documentales distintos.
En el ámbito de las políticas educativas, esta estrategia ha sido ampliamente utilizada para el análisis de sistemas de evaluación y acreditación (Carvalho y Malavasi, 2020; Guzmán-Puentes y Guevara-Ramírez, 2022), dado que permite examinar la arquitectura normativa de los sistemas sin reducirla a sus efectos estadísticos, preservando la riqueza de los dispositivos regulatorios y los significados que los actores institucionales les asignan.
El corpus documental del estudio se organizó en dos períodos. El primer período (2010–2017) corresponde al diseño e implementación de la política de evaluación y acreditación bajo la LOES 2010 y la rectoría del CEAACES, y fue sistematizado sobre el caso de la Universidad de Cuenca, que constituye la línea base comparativa. El segundo período (2019–2025) comprende 13 documentos normativos vigentes emitidos por el CACES: reglamentos de evaluación y acreditación de universidades y escuelas politécnicas (2019 y 2023), reglamento de acreditación de carreras (2023), reglamento de cualificación académica (2024), reglamento de reconocimiento de acreditaciones extranjeras (2023/2025), política institucional de aseguramiento de la calidad (2022), reglamento de evaluación y validación de revistas científicas (2019), guía metodológica de revistas (2019), instructivo para la elaboración del Plan de Aseguramiento de la Calidad (2020) e instructivo de informes previos para la creación de universidades (2017).
El procedimiento analítico siguió tres fases. En primer lugar, se elaboró un índice clasificatorio de los documentos del segundo período, tipificándolos según su naturaleza (reglamento, política, instructivo, guía), órgano emisor y fecha de emisión. En segundo lugar, se extrajeron artículos y disposiciones relevantes mediante criterios de pertinencia temática referida a las funciones sustantivas de docencia, investigación y vinculación, y a las competencias regulatorias del sistema. En tercer lugar, se realizó un análisis comparativo de cada disposición con su equivalente o antecedente en el período 2010–2017, clasificando los cambios como continuidad, modificación, eliminación o novedad, con justificación documental en cada caso.
La validez del análisis se sustenta en la triangulación entre fuentes normativas primarias y literatura especializada sobre el caso ecuatoriano y la región. Las limitaciones del estudio se relacionan con la disponibilidad de documentos: dos de los instrumentos analizados (el instructivo de informes previos de 2017 y la guía metodológica de revistas de 2019) se encontraron en formato escaneado sin texto seleccionable, por lo que los extractos utilizados se basan en la lectura de las páginas visibles.
Resultados
La arquitectura normativa del período 2010–2017: estandarización y control estatal
El período 2010–2017 estuvo definido por la LOES de 2010, que consolidó a la educación superior como un bien público y estableció tres instituciones clave para la planificación y regulación del sistema: la SENESCYT como ministerio rector, el CES como organismo de regulación y autorización de carreras, y el CEAACES como entidad de evaluación, acreditación y categorización (LOES, arts. 166–174). Esta arquitectura institucional respondía a una lógica de recuperación del rol estatal frente a la proliferación no regulada de instituciones durante la época neoliberal precedente (Ramírez-Gallegos, 2016).
La LOES estableció los principios de calidad y pertinencia social como ejes del sistema (arts. 93 y 107), definiendo la evaluación como un proceso de determinación de condiciones de las IES y la acreditación como un reconocimiento temporal de calidad con vigencia de cinco años (art. 95). En 2013, el CEAACES implementó el modelo de evaluación institucional que clasificó a las universidades en cinco categorías conforme a cinco criterios principales: academia, eficiencia, investigación, organización e infraestructura. La aplicación de este modelo implicó la suspensión definitiva de 14 universidades categorizadas en E y tensionó profundamente al sistema.
Algunos estudios críticos al proceso, plantearon las limitaciones que percibieron de este modelo. Raza (2019), señaló que el carácter excesivamente cuantitativo de los sistemas de evaluación tendió a generalizar los resultados y a simplificar la complejidad y especificidades de las IES. Cruz-Sánchez (2016) y Johnson (2017) identificaron que muchos actores universitarios percibieron las nuevas regulaciones como un intento del Estado de controlar las decisiones internas de las instituciones. Carrasco (2017), por su parte, concluyó que la aplicación homogénea del esquema evaluativo ignoró las particularidades de cada universidad, generando efectos no previstos en la autonomía y la cultura organizacional. En conjunto, estas críticas apuntan al isomorfismo estructural o institucional, entendida como la presión para que todas las universidades se adapten de manera similar a los requerimientos de acreditación (Raza, 2019; Buendía, 2014; Suárez-Landazábal, 2023).
No obstante, otros estudios recuperan los razgos positivos percibidos como resultados del proceso, Cruz-Mera y Ponce-Andrade (2019) / Dillon et al. (2020), por ejemplo, reconocen que el sistema obligatorio liderado por el CEAACES permitió identificar brechas críticas y fomentar la mejora continua en aspectos tangibles como la infraestructura universitaria y los procesos de contratación docente. De la misma manera, Anchundia-Carrasco y Santos-Jiménez (2020), destacan que los procesos de acreditación en Ecuador han sido un estímulo positivo al incentivar la capacitación, la profesionalización del cuerpo docente y la mejora en la calidad de la enseñanza universitaria. Respecto a los aprendizajes institucionales, el estudio de Cabrera y Jerves (2022), ilustra cómo el proceso evaluativo actuó como catalizador de reformas en gestión académica, investigación, infraestructura y cualificación docente. Esto sugiere que el modelo, a pesar de sus limitaciones, cumplió una función de dinamización del sistema que no puede ser ignorada en el balance comparado.
El giro normativo del período 2018–2025: aseguramiento interno y gobernanza por planes
El conjunto normativo del período 2018–2025, evidencia un desplazamiento conceptual y procedimental respecto al régimen anterior, marcando un proceso de transición hacia la cualificación académica establecida en las reformas de la LOES del 2018. El cambio más estructural radica en la sustitución de un modelo de evaluación puntual con consecuencias de categorización como tecnología regulatoria central, por otro que plantea, al menos en el papel, un ciclo integrado de gobernanza que articule, evaluación externa, planes institucionales de aseguramiento y mejoramiento, indicadores de seguimiento y mecanismos periódicos de reporte.
La Política Institucional de Aseguramiento de la Calidad (CACES, 2022) intenta formalizar este giro al declarar a las IES como las principales responsable de la calidad de su propuesta académica y que el aseguramiento "coadyuva" a la construcción de una cultura de calidad. Esta formulación representa una novedad significativa respecto al período anterior, en el que el discurso regulatorio enfatizaba el control externo por sobre la responsabilidad institucional. No obstante, este principio de autonomía responsable convive con mecanismos que conservan un alto nivel de dirección central: plazos definidos para la elaboración de planes de acción (60 días según el Reglamento UEP 2023, art. 41), obligación de cargar anualmente información cuantitativa en plataformas institucionales, y cláusulas que dejan al Pleno del CACES la facultad de resolver cualquier situación no prevista en la normativa.
En materia de docencia, el cambio más relevante es el desplazamiento hacia los resultados de aprendizaje como componente explícito del proceso de acreditación de carreras. El Reglamento de Evaluación Externa con fines de Acreditación de Carreras (CACES, 2023, arts. 34–35) formaliza la producción de informes de evaluación del entorno de aprendizaje y de resultados de aprendizaje por cada carrera evaluada, lo que contrasta con el modelo anterior, en el que la docencia era valorada dentro del criterio "academia" en el marco de una evaluación institucional agregada. Las carreras no acreditadas deben presentar un plan de mejoramiento con indicadores específicos de entorno y resultados de aprendizaje (arts. 41–42), morigerando el horizonte punitivo o de reestructuración integral que caracterizaba al modelo anterior en función de una lógica de mejora escalonada.
En materia de investigación, la normativa reciente incorpora, como novedad, la inclusión de algunas capas regulatorias específicas que, a pesar de no existir en el modelo anterior, confluyen en elementos que fueron fuertemente criticados por la comunidad académica ecuatoriana, tal es el caso de la incorporación de la discusión sobre el uso del factor de impacto  y las métricas bibliométricas como referentes de calidad, incluidas en la Guía Metodológica de Revistas (CACES, 2019), intensificando la tendencia hacia la evaluación por canales de publicación y rankings. Así mismo, el Reglamento de Evaluación y Validación de Revistas Científicas y Académicas (CACES, 2019) crea un procedimiento voluntario de evaluación editorial, con verificación formal de criterios de admisión (art. 7), con el que se pretende fortalecer los procesos editoriales y garantizar la calidad de la producción científica que se difunde en las IES ecuatorianas. Adicionalmente, el Reglamento de Cualificación Académica (CACES, 2024, art. 3c) introduce un instrumento diferenciado de la acreditación ordinaria, que reconoce explícitamente la "calidad superior en investigación" y condiciona la oferta de nuevos programas de doctorado a la obtención de este estatus (Disposición Quinta).
En materia de vinculación con la sociedad, la normativa reciente, la reafirma como garantía de calidad dentro del aseguramiento integral (Política institucional CACES, 2022, sección 5), en balance armónico con la docencia e investigación; lo que ciertamente, mejora su trazabilidad, sin embargo, corre el riesgo de formalizarse como cumplimiento procedural en detrimento de su impacto sustantivo.
Continuidades, modificaciones y novedades: análisis comparado
El análisis comparado de los dos períodos permite identificar tres tipos de relaciones entre la normativa 2010–2017 y la del período 2019–2025.
Las continuidades se observan principalmente en la reafirmación de las funciones sustantivas —docencia, investigación y vinculación— como marco articulador del aseguramiento (Política institucional CACES, 2022; LOES, art. 117, citada en los considerandos normativos). También persiste la centralidad del organismo evaluador como rector del sistema, aunque con una redistribución funcional que incorpora comisiones especializadas para la acreditación de carreras y la cualificación académica.
Las modificaciones son más numerosas y sustantivas. El modelo de gobernanza pasa de la categorización institucional como hito regulatorio central a la gestión por planes e indicadores con seguimiento periódico (Reglamento UEP 2019, arts. 32–33; Reglamento UEP 2023, art. 41). La lógica de sanción frente al incumplimiento —que en el período anterior se expresaba en cierres y reestructuraciones— se desplaza hacia planes de mejoramiento escalonados para las carreras no acreditadas (Reglamento carreras 2023, arts. 41–42). El control externo antes de la creación de nuevas instituciones se formaliza y especifica, incluyendo verificación curricular-pedagógica y de composición de la planta docente (Instructivo informes previos, 2017, art. 6). La noción misma de acreditación se amplía, al incorporar el reconocimiento de acreditaciones extranjeras como ruta alternativa de cumplimiento (Reglamento reconocimiento, 2023/2025).
Las novedades más significativas son: la cualificación académica como instrumento diferenciado que jerarquiza la excelencia investigativa fuera del ciclo ordinario de acreditación (Reglamento cualificación 2024); la evaluación y validación de revistas científicas como dispositivo específico de gobernanza de la producción científica (Reglamento revistas 2019); y la introducción de métricas bibliométricas explícitas como referentes de calidad de la investigación (Guía metodológica de revistas 2019).
Tensiones persistentes en la gobernanza del sistema
A pesar del giro discursivo hacia la autonomía responsable y la mejora continua, el análisis identifica tensiones que revelan la persistencia de contradicciones estructurales en la gobernanza del sistema.
La primera tensión concierne a la dualidad entre autonomía declarada y control centralizado efectivo. La Política institucional 2022 enuncia que las IES son las principales responsables de la calidad, pero el entramado reglamentario mantiene plazos predefinidos, cargas informáticas obligatorias y cláusulas de discrecionalidad interpretativa del Pleno del CACES. Esta tensión no es meramente retórica: estructura la relación cotidiana entre el organismo evaluador y las instituciones, condicionando qué tipo de iniciativas de mejora son posibles y cuáles responden primariamente a requerimientos de cumplimiento procedimental.
La segunda tensión se refiere a la fragmentación de rutas de acreditación. La posibilidad de acreditar carreras mediante el reconocimiento de acreditaciones extranjeras (Reglamento reconocimiento, 2023/2025) introduce asimetrías potenciales en el sistema: dos carreras acreditadas por rutas distintas podrían no ser comparables en términos de resultados de aprendizaje ni de condiciones institucionales, debilitando la función de política pública que el sistema pretende cumplir.
La tercera tensión atañe a la investigación y el riesgo de colonialismo métrico. La incorporación explícita del factor de impacto y las métricas bibliométricas como referentes de calidad de la producción científica puede reorientar las agendas de investigación hacia canales indexados en detrimento de investigaciones con pertinencia territorial, conocimientos locales e impacto social no medible por rankings internacionales. Este riesgo es especialmente relevante en el contexto ecuatoriano, donde la mayoría de las universidades son regionales y tienen mandatos de pertinencia social con sus territorios.
La cuarta tensión se relaciona con la proporcionalidad de las consecuencias normativas. El sistema combina una retórica de mejora continua con dispositivos de pérdida automática: el Reglamento de Cualificación Académica (2024) establece que una institución pierde automáticamente su certificación de cualificación si pierde la condición de acreditada durante la vigencia, lo que puede generar efectos en cascada desproporcionados. Esta lógica reactiva contrasta con el discurso de autonomía responsable y plantea preguntas sobre el debido proceso en contextos de contingencia institucional.
Conclusiones
El análisis comparado de la normativa ecuatoriana de aseguramiento de la calidad en educación superior para los períodos 2010–2017 y 2019–2025 permite identificar una transición significativa en la arquitectura regulatoria del sistema, que no implica, sin embargo, una ruptura total con los fundamentos del período anterior.
La principal continuidad radica en la centralidad del Estado como garante de la calidad del sistema y en el mantenimiento de las funciones sustantivas —docencia, investigación y vinculación— como marco articulador del aseguramiento. Lo que cambia de manera sustantiva es la tecnología regulatoria predominante: el período 2010–2017 se organizó en torno a la categorización institucional como hito de evaluación y depuración del sistema, mientras que el período 2019–2025 consolida un ciclo de gobernanza por planes, indicadores y seguimiento que convierte el aseguramiento en un proceso continuo y trazable.
Esta transición incorpora aprendizajes relevantes derivados de las críticas al modelo anterior: la sustitución de la lógica de sanción por planes de mejoramiento escalonados, la diferenciación entre evaluación institucional y evaluación de carreras, y la incorporación discursiva de la autonomía responsable como principio del sistema. Sin embargo, el análisis evidencia que estos avances conviven con tensiones que no han sido resueltas y que en algunos casos se han intensificado.
La dualidad entre autonomía declarada y control centralizado efectivo constituye la tensión más estructural del sistema actual. La normativa reciente enuncia la responsabilidad institucional como principio, pero la densidad procedimental de los reglamentos, la obligatoriedad de las plataformas de reporte y las cláusulas de discrecionalidad interpretativa del Pleno del CACES configuran un régimen que sigue siendo predominantemente top-down en su implementación, aunque haya incorporado elementos de aseguramiento interno.
Las novedades normativas del período 2019–2025 —la cualificación académica, la evaluación de revistas y la incorporación de métricas bibliométricas— amplían el alcance regulatorio del sistema hacia la producción científica, lo que puede contribuir a mejorar la calidad editorial e investigativa de las instituciones, pero también introduce riesgos de colonialismo métrico que merecen atención crítica, especialmente en sistemas universitarios con mandatos de pertinencia territorial.
El análisis permite concluir que la normativa ecuatoriana intenta transitar hacia un modelo más complejo de aseguramiento de la calidad que integre evaluación, planificación y seguimiento dentro de un mismo ciclo regulatorio. Este modelo híbrido, pretende combinar responsabilidad institucional con supervisión estatal, lo que representa una novedad respecto al régimen anterior, aunque su implementación continúa enfrentando desafíos asociados a la diversidad institucional y a la necesidad de equilibrar regulación y autonomía universitaria.
Para futuras agendas de investigación y de política, el análisis sugiere la importancia de examinar los efectos de la diversificación de rutas de acreditación sobre la comparabilidad del sistema, los impactos de las métricas bibliométricas sobre las agendas de investigación institucional, y las condiciones bajo las cuales el ciclo de aseguramiento interno fortalece genuinamente las capacidades institucionales o deviene en un mecanismo de cumplimiento burocrático. Estos interrogantes son centrales para construir un sistema de aseguramiento de la calidad que responda, de manera efectiva, a los principios de calidad como bien público que la LOES y la Constitución de 2008 instauraron como mandato del sistema.
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